DIRECCIÓN GENERAL DE 

       TRIBUTACIÓN

                                                                                                            DGT- 1664 - 2005

                                                             12 de octubre de 2005

 

Señora

[...] <![endif]>

Estimada señora:

 

Se da respuesta a su Oficio DR-91-05 de 16 de setiembre de 2005, en el cual se plantean varias consultas referentes a la delegación.

 

1. ¿Es posible la delegación de la facultad del Jefe de la Oficina de Cobro Judicial de decretar el embargo preventivo como medida cautelar, en los abogados internos, a efecto de descentralizar el cobro judicial, y en caso negativo, qué instrumento jurídico es necesario para que tal delegación opere?

 

La competencia para decretar embargos preventivos como medida cautelar la establecen los artículos 173, 174 y 175 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, en la Oficina de Cobros, sin señalarse específicamente a qué funcionario corresponde esa competencia.

 

Para estos efectos, resulta necesario hacer referencia al Título Tercero, De la Competencia, contemplado en la Ley General de la Administración Pública,         N° 6227 de 2 de mayo de 1968, específicamente en sus artículos 

60 y 70, que establecen por su orden, en el artículo 60 que la competencia se limitará por razón del territorio, del tiempo, de la materia y del grado; así como también por la naturaleza de la función que corresponda a un órgano dentro del procedimiento administrativo en que participe. Por su parte, el artículo 70 indica que la competencia será ejercida por el titular del órgano respectivo. 
[1]
 

Relación de artículos, que nos permite concluir en estos casos, que el Jefe de la Oficina de Cobros Judiciales tiene la competencia para decretar medidas cautelares.

 

Ahora bien, interesa analizar si la competencia indicada puede delegarla el Jefe de esa Oficina a los abogados internos, para lo cual es importante definir si la competencia aludida contiene la atribución de una potestad de imperio de la Administración. 

 

Para estos efectos, es necesario remitirse a la doctrina, específicamente a lo que indica el tratadista costarricense, Lic. Eduardo Ortiz Ortiz, asimilando los conceptos de “potestad pública” y “potestad de  imperio”: 

 

“(…) Por potestades públicas se entienden las facultades de la Administración para actuar como autoridad, es decir, imponiéndose al particular, imponiéndole obligaciones, privándolo de derechos o denegándole esos derechos, o limitándoles esos derechos etc. El término potestades públicas está técnicamente designado en la tecnología del  derecho público para significar justamente esa clase de intervención autoritaria de la Administración en la esfera jurídica del particular, desfavorable a este eventualmente(…) 

 

(...) la doctrina entiende por “potestades públicas” las llamadas “potestades de imperio” que eventualmente pueden perjudicar a particulares (...)” (Quirós Coronado, R.,  Ley General de la Administración Pública, Concordada y Anotada con el Debate Legislativo y al Jurisprudencia Constitucional, Editorial ASELEX S.A., Costa Rica, p. 153 y 154)

 

De acuerdo con esta definición, se desprende que el decreto de una medida cautelar hecha a un deudor, en la cual se ordena retener salarios, dietas, pensiones, jubilaciones, comisiones o cualquier otra remuneración o crédito en efectivo, o que limita la disponibilidad de bienes muebles e inmuebles, constituye un acto de autoridad o de imperio, porque definitivamente incide en la esfera jurídica del deudor; y por lo tanto debe ser ejercida por quien indique la ley, que en este caso es el titular de la Oficina de Cobros Judiciales.

 

Habiéndose definido la naturaleza de la competencia de decretar medidas cautelares, como una potestad de imperio, debe indicarse que de conformidad con el artículo 66 de la Ley General de la Administración Pública, la misma es irrenunciable, intransmisible e imprescriptible. Asimismo, el artículo 59 de ese mismo cuerpo legal, señala que la competencia será regulada por ley siempre que contenga la atribución de potestades de imperio. 

 

Por tanto, tal y como se encuentra regulada la referida competencia de decretar medidas cautelares, no es posible su delegación en los abogados internos y la única forma para que tal delegación opere, sería reformar la ley, que en este caso es el Código de Normas y Procedimientos Tributarios, para que expresamente indique que esa competencia puede ser delegada o que se la otorgue a los abogados internos directamente, debido a que como se indicó anteriormente, al tratarse de una facultad de imperio, el artículo 59 citado establece que debe ser regulada por ley.

 

2. ¿Es posible la delegación de la facultad del Jefe de la Oficina de Cobros Judiciales, de decretar la cancelación de deudas por prescripción e incobrabilidad, en los abogados internos, por el mismo efecto, y, en caso negativo, qué instrumento jurídico es necesario para que tal delegación opere?

 


La facultad de cancelación de créditos por prescripción o de cuentas incobrables, la establece el artículo 168 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios para la Oficina de Cobros Judiciales, y que según el razonamiento del punto anterior, la competencia debe ser ejercida por el titular del órgano, que en este caso es el Jefe de esa Oficina.

 

En razón de que esa facultad, eventualmente puede llevar implícita la posibilidad de que sea denegada la petición del deudor, de que su crédito sea declarado prescrito o incobrable, o bien que se puede denegar un derecho que él cree tener, la convierte en una potestad de imperio, de conformidad con lo señalado en el punto N° 1 y por lo tanto no susceptible de delegación. 

 


En consecuencia, debe existir una disposición de rango legal expresa que otorgue la competencia de declarar la prescripción o incobrabilidad de deudas, o que permita su delegación. 

 

3. ¿Si el Gerente de una Administración puede conocer la excepción de prescripción opuesta por parte del sujeto pasivo, dentro del procedimiento de cobro administrativo o del determinativo, o si es competencia exclusiva del Jefe de la Oficina de Cobro Judicial, en cuyo caso, qué instrumento jurídico es necesario para que tal delegación opere?  

 

Durante el proceso de determinación, el contribuyente puede oponer las excepciones que considere pertinentes para su defensa, siendo una de ellas la de prescripción. Por lo tanto, a la hora de emitir la resolución firmada por el Gerente de la Administración Tributaria, debe conocer y resolver lo que en Derecho corresponde sobre la excepción interpuesta. 

 

Sin embargo, debe tenerse presente que en esta etapa no se está hablando de la prescripción de un crédito, sino de la acción de la Administración Tributaria para determinar la obligación. Una vez determinada y firme es que se entra en la etapa de cobro, a partir de la cual es que corresponde a la Oficina de Cobros el conocimiento de la excepción de prescripción conforme a lo señalado en el punto N° 2. 

 

4. ¿Si es correcta la delegación que actualmente existe por parte de la Dirección General en los Gerentes Tributarios de suscribir convenios de fraccionamiento de pago a favor de los sujetos pasivos?

 

Si la delegación indicada fue otorgada con fundamento en lo establecido en la Ley General de la Administración Pública, como se ha indicado en las respuestas anteriores, sería correcta.

 

Atentamente,

 

 

 

Francisco Fonseca Montero

Director General

 

 

V°B° División Normativa

 

cc. Dirección General, División Normativa, División de Recaudación, Digesto, archivo, funcionario.

 

<![endif]>
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   DE TRIBUTACIÓN

 

 San José, 26 de setiembre de 2005

 

 

Señor

[...]

Área Técnica y Jurídica 

Administración Tributaria de 

Heredia

 

Estimado señor:

 

Se procede a dar respuesta a su consulta realizada vía correo electrónico, mediante el cual expone el caso de la empresa “[...]”, cédula jurídica N° [...],a quien el Área de Deberes Formales de esa Administración Tributaria, le comunica:

 

1-  El inicio de actuaciones de comprobación abreviada, mediante documento N° 2091000040534, notificado a la citada empresa el 26 de noviembre de 2001, determinándole un impuesto de ¢46.799.195,00. 

 

2- Que posteriormente con fecha 23 de enero de 2002, la oficina en mención, le comunica el traslado de cargos N° 210100003191, mediante el cual determina a cargo de la contribuyente la suma de ¢46.799.195,00 por concepto de impuesto sobre la renta del período fiscal 2000.  De igual forma le comunica el traslado de cargos sancionador N° 210100003207 por un monto de ¢11.699.799,00.  Agrega que no existe prueba alguna de lo que el tercero informa, sólo el formulario respectivo. 

 

3- Que con fecha 06 de marzo de 2002, la intervenida presenta recurso de impugnación contra ambos traslados de cargos.

 

4- Que el 04 de junio de 2004, el Área de Deberes Formales comunica el traslado de cargos N° 44-2004 mediante el cual se determina a cargo de la contribuyente la suma de ¢1.629.329,00 en concepto de impuesto sobre la renta del período fiscal 2000.  En el citado traslado la oficina mencionada indica que el traslado de cargos N° 210100003191 se deja sin efecto.

 

CRITERIO LEGAL DE LA ADMINISTRACIÓN CONSULTANTE:

 

1.-  A su juicio, la oficina a quo no tenía competencia para proceder a dejar sin efecto el traslado de cargos N° 210100003191, mediante el cual se había determinado a cargo de la contribuyente la suma de ¢46.799.195,00 en  concepto de impuesto sobre la renta del período fiscal 2000, ya que existía un escrito de impugnación presentado contra el citado traslado, lo correcto era trasladarlo al Área Técnica y Jurídica de esta Administración para lo que correspondía en derecho.  Lo anterior debido a que ya se habían iniciado fases procesales que debieron seguir su curso normal y sobretodo jurídico.

 

2.- Tampoco existe ningún documento que justifique las razones o fundamentos que tuvo la oficina a quo para proceder tal  y como lo hizo.

 

3.- En el nuevo traslado de cargos se manifiesta, que el inicio de actuación de comprobación abreviada fue a través del documento N° 2091000040534, el cual posee los mismos datos que correspondía a la información inicialmente recabada, punto cuestionable ya que causa total confusión al intervenido y a ésta oficina resolutora, debido a que es evidente que la información del tercero se refiere a servicios de transportes y no a ventas como originalmente se creyó.  Es criterio de esa oficina que se debió haber notificado un 209 sea un Inicio de Actuación de Liquidación Previa por comprobación abreviada con los nuevos elementos y no basarse en datos erróneos como se hizo.

 

Por lo anterior, consideran que existen errores en la tramitación del caso en estudio, por lo que el mismo debió dejarse sin efecto y  procederse a enderezar los procedimientos como en derecho corresponde. 

 

CRITERIO DE ESTA DIRECCION

 

Considera esta Dirección, que el punto medular del asunto a dilucidar, lo constituye la irregularidad que se presentó en la tramitación del caso en estudio, en el Área de Deberes Formales, quien inicia un procedimiento de actuaciones de comprobación abreviada por información de terceros y posteriormente, en lugar de pasar el caso al Área Técnica y Jurídica de la Administración consultante, como usted bien lo indica, procede sin explicación alguna a notificar un nuevo traslado de cargos, para el mismo contribuyente, por el mismo período y para el mismo impuesto, incluso utilizando el documento base N° 2091000040534.  

 

En otras palabras, se procederá a analizar si los trámites efectuados por la oficina a quo, en cuanto a la tramitación del citado expediente, cumplen con los lineamientos que en tal sentido existen.  Se analizará si la oficina tenía la competencia y los lineamientos necesarios para ejecutar los actos que dictó.  También se determinará la importancia del transcurso del tiempo, -prescripción- en el caso citado, debido a  que sin que exista documentación alguna, desde el 06 de marzo de 2002 –en que el contribuyente presenta escrito de oposición a tales diligencias- hasta el 04 de junio de 2004 en que la oficina actuante vuelve a notificar un traslado de cargos y deja sin efecto el anterior; no existe información ni documentación que explique la ociosidad del plazo, en la tramitación del indicado expediente.

 

Normativa Aplicable.-  Competencia:

 

Mediante Decreto Ejecutivo N° 29812-H que modifica el Decreto Ejecutivo N° 27146-H, se dispone:  

“(...)  Artículo 9°- División de Gestión y Servicio al Contribuyente.  La División de Gestión y Servicio al Contribuyente ejercerá las funciones de planificar y dirigir:

(...)

c) Las de control de cumplimiento de los deberes formales de los obligados tributarios.

d) Las de control de cumplimiento de las obligaciones materiales, en las categorías de casos que se determinen por resolución de la Dirección General, siempre que no supongan la comprobación general de la situación tributaria del sujeto pasivo.

(...)

El artículo 8° para que diga:

 

“Artículo 8°- Planificación.  Las Divisiones de Recaudación, Gestión, Fiscalización, Normativa, Informática y el Órgano de Normalización Técnica, al igual que las distintas unidades operativas existentes en las Administraciones Tributarias Territoriales y de Grandes Contribuyentes, llevarán a cabo sus funciones en el marco de los lineamientos generales que defina la Dirección General de Tributación.

 

“Artículo 27.- Órganos encargados de la Gestión y su competencia.  Las funciones y atribuciones propias de la Gestión Tributaria, dentro del ámbito de la competencia de la Dirección General de Tributación, serán ejercidas por las siguientes unidades administrativas:

 

La División de Gestión que, en el cumplimiento de sus tareas normativas, de planeación y control de gestión, tendrá competencia  en todo el territorio nacional.

Las Subgerencias o Áreas de Gestión de las Administraciones Tributarias Territoriales y de Grandes Contribuyentes, que son las unidades encargadas de ejecutar, en el ámbito de su competencia territorial o sectorial, los planes y programas que para el cumplimiento de sus funciones tracen la Dirección General y la División dicha.

 

Artículo 28.- Funciones de la División de Gestión.  La División de Gestión tendrá las funciones de programar y dirigir; en concordancia con y en desarrollo del Decreto N° 27146-H de 21 de mayo de 1998 y sus reformas y conforme a las disposiciones de este Reglamento.  Específicamente y sin perjuicio de otras funciones que le sean encomendadas mediante resolución general, esta División debe:

(...)

 

o) Llevar a cabo directamente aquellas tareas que sean el marco de su competencia considere conveniente, avocando el conocimiento de asuntos a cargo de las Subgerencias o Áreas de Gestión.”

 

Por Decreto Ejecutivo N° 29264-H publicado en La Gaceta N° 70 de 14 de abril de 1997, se especifican las funciones de las Áreas Legales, el artículo 121 señala: 

“(...) 

b) Preparar los proyectos de resolución de determinación de las obligaciones tributarias, y los recursos de revocatoria referidos a dichas determinaciones, de conformidad con los artículos 145, 146 y 147 del Código Tributario y 155 del Código Procesal Civil, indicando los recursos que caben contra ésta.

(...)

d) Elaborar los proyectos de resolución de imposición de sanciones administrativas, inspección o allanamiento de locales, y secuestro de documentos, de acuerdo con la normativa aplicable y con los criterios interpretativos y los procedimientos dictados por la División Normativa.”

Vistas las funciones establecidas a cada oficina, corresponde al Área de Deberes Formales la tramitación inicial del procedimiento de Inicio de Actuación de Liquidación Previa por Comprobación Abreviada, tal como en efecto lo hizo.  A ello debemos agregar que existen lineamientos específicos que cada División considera prioritarios y que forman parte del trabajo de cada año, a los que también debe acogerse el Área en mención. 

 

Análisis de las Etapas del Procedimiento del Expediente en estudio:

 

El inicio de la actuación por liquidación previa, así como la notificación del Traslado de Cargos correspondiente N° 2101000003191, se encuentran dentro de las funciones que correspondía al Área  de Recaudación y Atención al Contribuyente bajo estudio y fueron notificadas al contribuyente mediante acta de notificación sin número de fecha 23 de enero de 2002, por parte de la Unidad de Cumplimiento de Deberes Formales de la Administración Tributaria de Heredia.     

 

Se denota que en la citada Acta sólo se notificó el traslado de Cargos N° 2101000003191  “Diferencia Declaración de Renta”, sin embargo, el contribuyente interpone recurso de impugnación contra los dos traslados de cargos que constan en el expediente, el ya mencionado y el traslado de  cargos sancionador N° 2101000003207 que también consta en el expediente, pero que no se le notificó al contribuyente ni mediante esa acta de notificación ni mediante ninguna otra que conste en el expediente mencionado. 

 

Con fecha 6 de marzo de ese año (2002), la citada empresa interpone impugnación contra los traslados mencionados, por lo que el citado expediente, de acuerdo con la competencia asignada a cada oficina, debía ser trasladado al Área Legal no obstante, no sólo no se trasladó como correspondía, sino que inexplicablemente, mediante un nuevo traslado de cargos N° 44-2004 de “Procedimiento de Liquidación Previa de la obligación tributaria mediante Comprobación Abreviada”, fue notificado a la contribuyente el 04 de junio de 2004.  Además, se corrigen valores pasando de un impuesto adicional a ingresar, según el primer traslado de cargos por ¢46.799.195,00  a un impuesto de ¢1.629.329,00 e indicando expresamente: “(La presente comunicación constituye el traslado de cargos y observaciones a que hacen referencia los artículos 144 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios y 49 del Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria) y se deja sin efecto el traslado de cargos N° 2101000003191.”   

 

Lo anterior denota desconocimiento de las funciones asignadas a cada Área dentro de una Administración Tributaria Territorial, porque la Unidad de Deberes Formales  asume funciones que no le corresponden al dejar sin efecto, sin que existiera delegación expresa de funciones, un acto que no es de su competencia. 

 

Recordemos que todo acto administrativo, está constituido, por elementos formales y materiales que forman parte de su naturaleza.  Dentro de los formales se encuentra el sujeto, que hace referencia al órgano competente y al servidor regularmente designado al momento de dictarlo, es decir, es el órgano físico o jurídico del cual emana el acto. 

 

A su vez, el sujeto o servidor regularmente designado debe reunir dos requisitos esenciales: la competencia y la investidura.  Al respecto señala la doctrina:

 

 

“(...)  a.) La competencia.  Es el conjunto de atribuciones - tanto facultades, como potestades - que el ordenamiento concede a dicho órgano.  Se determina por: materia, por ejemplo, el Ministro de Salud es el encargado de dictar los actos referentes a la salubridad del país; grado, son las instancias, es decir, depende de la posición que el órgano ocupa dentro de la jerarquía de la entidad; territorio, por ejemplo, las Municipalidades, las Regiones, y tiempo, por ejemplo, el Presidente de la República tiene su competencia limitada a 4 años.

b.) La investidura. Constituye ésta el acto formal por el cual se designa al titular de un órgano, es decir, el nombramiento.  (...)

La investidura es importante para determinar, por ejemplo, quién agota la vía administrativa. (art. 126).  (...)”
[1]:

 

En el presente caso, nos encontramos ante actos irregulares en la tramitación de este expediente, por cuanto el nuevo traslado de cargos, que además fue notificado al contribuyente, fue dictado cuando ya la Unidad de Deberes Formales no tenía la competencia para ello, sin que constataran en el expediente, razones de ninguna especie para dejar sin efecto el traslado de cargos N° 3191. En el caso de que hubieran existido razones para dejarle sin efecto, se debió analizar y resolver en la etapa que corresponda de acuerdo al procedimiento o dejar que el Área Legal fuera la que definiera si existían irregularidades o errores que pudieran causar una nulidad del acto, como para dejarlo sin efecto.   

 

Establece  el numeral 129 de la Ley General de la Administración Pública:

 

“El acto deberá dictarse por el órgano competente y por el servidor regularmente designado al momento de dictarlo, previo cumplimiento de los trámites sustanciales previstos al efecto y de los requisitos indispensables para el ejercicio de la competencia.”

 

El Área Legal es la competente, para considerar si con fundamento en la prueba y fundamentos legales puede considerar si debe anular o dejar sin efecto un traslado de cargos; incluso, en su potestad calificadora puede modificar los montos del impuesto y enderezar el procedimiento, cuando sea evidente un simple error material.  En consecuencia corresponde al operador en Derecho, apreciar las pruebas y elementos de constitución del procedimiento y determinar lo que en derecho proceda. 

 

Resulta necesario recordar que en materia de competencia  cada órgano debe limitarse a cumplir con las funciones que le fueron asignadas por ley  y no es posible, por el principio de legalidad, que establece el artículo 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública, que un órgano  asuma las funciones  que no le competen.

 

Señala el numeral 59 de la Ley General de la Administración Pública:

 

“(...)

 1.- La competencia será regulada por ley y siempre que contenga la atribución de potestades de imperio.

2.- La distribución interna de de competencias, así como la creación de servicios sin potestades de imperio, se podrá hacer por reglamento autónomo, pero el mismo estará subordinado a cualquier ley futura sobre la materia

3.-(…)” 

 

Asimismo, establece el artículo 85 del citado cuerpo normativo:

 

“(...).

1- Toda transferencia de competencias externas de un órgano a otro o de un servidor a otro, tendrá que ser autorizada por una norma expresa, salvo casos de urgencia. (…)””

Y establece el numeral 67 del Código de cita:

 

“(...) 1. La incompetencia será declarable de oficio en cualquier momento por el órgano que dictó el acto, por el superior jerárquico o, a instancia de parte, por la autoridad de contralor.

2. El órgano que en definitiva resulte competente continuará el procedimiento y mantendrá todo lo actuado, salvo que ello no sea jurídicamente posible.”

 

Es claro, que con fundamento en las normas citadas en el caso en estudio, nos encontramos ante una incompetencia clara y manifiesta, arrogada por una oficina que no tenía potestades para ello.

 

 

Ahora bien, debido a que los hechos fácticos se están dando en la etapa inmediata posterior, incumbe al Área Legal, -a quien corresponde el conocimiento de la impugnación interpuesta por el contribuyente- conocer de la impugnación y enderezar el procedimiento si es factible o anularlo, según corresponda.  

 

En lo sucesivo, deberán las diversas oficinas de las Administraciones Territoriales revisar sus funciones y competencias, a fin de no incurrir en errores como los analizados.

 

Junto al presente oficio, se envía el expediente de [...], que fue remitido a la División Normativa, mediante oficio ATH-026-2005 de 31 de marzo del año en curso.

 




Atentamente,

 

 

 

 



Flor Rodríguez Gamboa

           DIRECTORA GENERAL a.i



 

 

 

 

V° B°  DIVISIÓN NORMATIVA 

 

 

cc: Dirección General, División Normativa, Administraciones Tributarias, Áreas Legales, Digesto.

 

 

 

[...]
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    DE TRIBUTACIÓN 

  

San José, 13 de marzo del 2002 

  

Licenciada 

Irene Romero Hidalgo,Gerente 

Administración Tributaria de 

San José 

  

Estimada señora: 

  


Me refiero a su oficio ATS-G-028-02 de fecha 18 de enero del 2002, mediante el cual se solicita emitir el criterio sobre los alcances de la delegación que se estableció en la resolución Nº 25 del 20 de agosto del 2001. 

     El artículo 10 de la citada resolución estableció: 

  

“Artículo 10.- El Director General de la Administración Tributaria, con fundamento en los artículos 47, 102 y 146, del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, en este acto, delega el conocimiento y resolución de las devoluciones de saldos acreedores o su crédito, el de las peticiones o recursos planteados a los interesados, y el de resoluciones determinativas exista o no impugnación, en los Gerentes de las Administraciones Tributarias de: San José, Alajuela, Cartago, Heredia, Guanacaste, Puntarenas, Limón, Zona Norte, Zona Sur, y Grandes Contribuyentes.” 

  El transitorio único de esta resolución, señaló lo siguiente: 

  

“Cuanto se trate de las devoluciones de saldos acreedores o su crédito, de las peticiones o recursos planteados por los interesados, o de resoluciones determinativas cuando no exista impugnación del interesado, las acciones planteadas y los procedimientos iniciados antes de la vigencia de la presente resolución, serán resueltos por el órgano delegado. Cuando exista resolución determinativa dictada por el órgano delegante, el recurso de revocatoria, interpuesto contra dicho acto deberá ser resuelto por éste.” 
          La delegación se ha definido como aquella modalidad de transferencia de competencias, en virtud de la cual, en los casos previstos en la norma jurídica, se faculta a un sujeto u órgano (delegante) para que, por un acto administrativo no normativo, dictado exclusivamente por razones de oportunidad, confiera a otro sujeto u órgano interior (delegado) una nueva competencia, que materialmente es idéntica a la del delegante. 

          En el caso en estudio, la delegación establecida se fundamentó en los artículos 89 de la Ley General de la Administración Pública, 47, 102 y 146 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. 

          De la lectura del artículo 47 citado, se infiere muy claramente cuales son las resoluciones que por  devolución deben emitir y firmar los gerentes de las administraciones tributarias delegadas. 

          Por su parte, el artículo 102 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios establece, en lo que interesa, que los gerentes de las administraciones tributarias y de grandes contribuyentes delegados, están obligados a resolver toda petición o recurso planteado por los interesados dentro de un plazo de dos meses. 

          El texto de este artículo no establece ninguna diferenciación entre las peticiones o recursos a resolver, por lo que a criterio de esta Dirección, los Gerentes deben resolver todas las peticiones sometidas ante la respectiva Administración Tributaria, siempre y cuando sean de su competencia. Al respecto, el Diccionario de la Real Academia Española define petición como la acción de pedir; asimismo, el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual de Guillermo Cabanellas, la define como demanda, solicitud, instancia, pedido, definiciones a partir de las cuales tampoco se puede hacer ninguna diferenciación. 

        Lo único que puede ser firmado por otros funcionarios, son los oficios administrativos de mero trámite que no impliquen la resolución final del asunto y que no tenga incidencia sobre el ámbito subjetivo de los terceros administrados. 

        Por último, el artículo 146 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, también es muy claro al disponer que interpuesta o no la impugnación contra la determinación, el Director General o en quienes haya delegado, deberán resolver el reclamo, así como dictar y firmar las resoluciones que correspondan. 

Los tres artículos citados, que fundamentan la resolución Nº25 de 20 de agosto del 2001, son muy claros respecto de los trámites a que hacen referencia, por lo que a ellos deben sujetarse los Gerentes de las diferentes Administraciones Tributarias en cumplimiento de dicha resolución. 

Debe entenderse que los trámites que requieran los procedimientos señalados en los artículos citados, van a ser realizados por el personal a cargo de cada Gerente y éste procederá a revisar los resoluciones u oficios que se emitan y a su posterior firma. 

Atentamente, 

  

  DR. ADRIAN TORREALBA NAVAS 

     DIRECTOR GENERAL DE TRIBUTACIÓN 

  

  










V°Bº DIVISIÓN NORMATIVA 

  c.c.
División Normativa, Digesto, Administraciones Tributarias. 

  [...] 

  



�[1]  Ramírez Acuña, Sergio.  Principios del Derecho Administrativo en la Ley General de la Administración Pública.  2da.  ed. Ed. Universidad de San José.  San José, Costa Rica, 1999. Pág. 25.  





